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Infracciones urbanísticas. El 
riesgo de la impunidad

Nos preguntamos si no serán la pasividad y la 
inactividad municipal en materia de disciplina 
urbanística las que, al generar en la ciudada-
nía una sensación de impunidad, provocan un 
efecto llamada que incrementa la comisión 
de infracciones

Todos los años se reciben en esta Institución quejas 
que denuncian actuaciones urbanísticas presun-
tamente contrarias a la legalidad, en particular 
obras realizadas sin licencia o sin ajustarse a las 
prescripciones de la licencia concedida.

Del proceso de investigación realizado se despren-
de que en numerosas ocasiones las actuaciones de 
los ayuntamientos, una vez comprobada la veraci-
dad de las denuncias, se limitan al inicio de proce-
dimientos de restauración de la legalidad, que por 
lo general culminan con la solicitud y obtención 

de las licencias necesarias tras el ajuste a la norma 
urbanística de las obras realizadas ilícitamente, 
sin iniciar procedimientos sancionadores por 
la infracción urbanística cometida al actuar sin 
licencia o contra lo dispuesto en la licencia.

Esta forma de actuar, que contraviene lo dispuesto 
en la legislación vigente, está generando situacio-
nes de impunidad para los infractores urbanís-
ticos, al comprobar los mismos que el riesgo de 
actuar sin licencia o contra la misma, se limita a la 
necesidad de legalizar dichas actuaciones en caso 
de ser descubierta su actuación ilícita. 

Una impunidad que puede estar detrás del pre-
ocupante incremento en la comisión de este tipo 
de infracciones, al extenderse entre la vecindad 
de los municipios que realizan estas prácticas la 
idea de que merece la pena asumir los escasos 
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riesgos que comporta actuar sin licencia o contra 
la misma, a cambio del ahorro en costes y tiempo 
que conlleva ajustarse a la legalidad.

Aún más peligrosa resulta la actitud de algunos 
ayuntamientos que reconocen iniciar procedi-

mientos sancionadores solo en contadas ocasio-
nes, sin que exista ningún criterio objetivo defini-
do para decidir cuándo se incoa procedimiento y 
cuándo no, lo que deja al arbitrio de los responsa-
bles urbanísticos tal decisión, con lo que ello im-
plica de riesgo de incurrir en prácticas corruptas.
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Cabe recordar que la Ley 7/2021, de 1 de diciembre 
de impulso de la sostenibilidad del territorio en An-
dalucía (LISTA), regula en su artículo 147 las “potes-
tades públicas”, señalando que “Las Administra-
ciones Públicas asegurarán el cumplimiento de 
la legislación y ordenación territorial y urbanística 
mediante el ejercicio de las siguientes potestades:

 ▷ d) La sanción de las infracciones territoriales 
y urbanísticas.”

Además, en la regulación del régimen sanciona-
dor por este texto legal se señala expresamente en 
su art. 160.4 que “Toda acción u omisión tipificada 
como infracción territorial o urbanística dará lugar 
a la adopción de las medidas siguientes en los ca-
sos y en los términos previstos en esta ley:

 ▷ b) La exigencia de la responsabilidad 
sancionadora y disciplinaria administrativas 
o penal.”

La dicción de la norma es clara y no cabe, por tanto, 
aducir el carácter voluntario de ejercicio de esta 
potestad sancionadora ante la constatación de la 
comisión de una infracción urbanística. El Ayun-
tamiento está obligado a incoar procedimiento 
sancionador cuando constata la existencia de 
una infracción urbanística.

Se trata de un procedimiento que, de conformi-
dad con el art. 170.2 de la LISTA, debe realizarse 
coordinadamente con el procedimiento de resta-
blecimiento de la legalidad. En ningún caso cabe 
aducir que ya se ha incoado un procedimiento de 
restablecimiento de la legalidad para justificar la 
inacción en materia sancionadora.

El art. 171 deja claro que “La competencia para im-
poner las sanciones urbanísticas previstas en esta 
Ley corresponde al municipio”, estableciendo ade-
más la posibilidad de pedir la subrogación de la 
Comunidad Autónoma “Cuando un municipio 
incurra en inactividad en el ejercicio de sus com-
petencias sancionadoras propias”.

Algunos ayuntamientos justifican la no incoación 
de procedimientos sancionadores alegando la fal-
ta de medios personales y técnicos para desarro-
llar esta función y el exceso de casos de posibles 
infracciones urbanísticas en los que tienen que 
intervenir.

No dudamos de la veracidad de estos asertos, lo 
que nos cuestionamos es si habría tantos ca-
sos de posible infracción urbanística si se ejer-
citaran con rigor y diligencia las competencias 
disciplinarias que les atribuye el ordenamiento 
jurídico. Nos preguntamos si no serán la pasividad 
y la inactividad municipal en materia de disciplina 
urbanística las que, al generar en la ciudadanía una 
sensación de impunidad, provocan un efecto lla-
mada que incrementa la comisión de infracciones.
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